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Gaceta N° 190 Lunes 04-10-2021 

 
  
 
  

ALCANCE DIGITAL N° 199 01-10-2021 

Alcance con  Firma  digital (ctrl+clic) 

PODER LEGISLATIVO  
 

LEYES 

 

LEY Nº.10056 
 

APROBACIÓN DEL CONTRATO DE PRÉSTAMO N.0 2270 PARA FINANCIAR EL PROYECTO 
ADQUISICIÓN Y APLICACIÓN DE VACUNAS COVID-19, SUSCRITO ENTRE LA REPÚBLICA DE 
COSTA RICA Y EL BANCO CENTROAMERICANO DE INTEGRACIÓN ECONÓMICA   
 

PROYECTOS  

 

TEXTO SUSTITUTIVO 
 

LEY DE EJECUCIÓN DE LA PENA  
 

EXPEDIENTE N° 22.699 
 

DECLARACIÓN DE LA CIUDADANÍA HONORÍFICA A SERGIO RAMÍREZ MERCADO  
 

PODER EJECUTIVO  
 

DIRECTRIZ  

 

DIRECTRIZ N° 123-S-MTSS-MIDEPLAN  
 

DIRIGIDA A LA ADMINISTRACIÓN PÚBLICA CENTRAL Y DESCENTRALIZADA “REFORMA A LA 
DIRECTRIZ N° 077-S-MTSS-MIDEPLAN DEL 25 DE MARZO DE 2020, SOBRE EL 
FUNCIONAMIENTO DE LAS INSTITUCIONES ESTATALES DURANTE LA DECLARATORIA DE 
EMERGENCIA NACIONAL POR COVID-19”  
 

REGLAMENTOS  

 

JUNTA DE PROTECCIÓN SOCIAL  

https://www.imprentanacional.go.cr/pub/2021/10/01/ALCA199_01_10_2021.pdf
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PROCEDIMIENTO PARA LA PROMOCIÓN REVENTADOS (80x) DEL JUEGO NUEVOS TIEMPOS  
 

LA GACETA 

Gaceta con Firma  digital  (ctrl+clic)   

FE DE ERRATAS  

 

● MINISTERIO DE OBRAS PUBLICAS Y TRANSPORTES 

● MUNICIPALIDADES 
 

PODER LEGISLATIVO  
 

LEYES 

 

LEY N° 10020  
 

LEY PARA LA PREVENCIÓN DEL ACOSO A PERSONAS MENORES DE EDAD POR MEDIOS 
ELECTRÓNICOS O VIRTUALES (GROOMING) Y REFORMAS AL CÓDIGO PENAL  
 

PROYECTOS  

 

EXPEDIENTE 21.467  
 

“LEY PARA ESTABLECER HORARIOS DE TRABAJO DE LOS OFICIALES DE TRÁNSITO”  
 

EXPEDIENTE N° 22.687  
 

LEY PARA LA CONDONACIÓN DE LAS DEUDAS ACUMULADAS RELACIONADAS AL PAGO DEL 
MARCHAMO  
 

EXPEDIENTE N.° 22.690  
 

REFORMA DEL ARTÍCULO 2 DE LA LEY RENDICIÓN DE CUENTAS DEL CONSEJO DE GOBIERNO Y 
HOMENAJE A JUAN RAFAEL MORA PORRAS Y AL GENERAL JOSÉ MARÍA CAÑAS ESCAMILLA, EL 
30 DE SETIEMBRE  EN LA PROVINCIA DE PUNTARENAS, N.° 9432, DE 21 DE ABRIL DE 2017  
 

EXPEDIENTE N.° 22.691  
 

REFORMA DE LOS ARTÍCULOS 67 Y 68, ADICIÓN DE UN ARTÍCULO 68 BIS A LA LEY N.° 8204, 
LEY SOBRE ESTUPEFACIENTES, SUSTANCIAS PSICOTRÓPICAS, DROGAS  DE USO  NO  
AUTORIZADO, ACTIVIDADES CONEXAS, LEGITIMACIÓN DE CAPITALES Y FINANCIAMIENTO AL 
TERRORISMO Y SUS REFORMAS, DE 26 DE DICIEMBRE DE 2001, PARA AGRAVAR PENAS A 
FUNCIONARIOS PÚBLICOS EN CARGOS DE ELECCIÓN POPULAR  
 

EXPEDIENTE N.º 21.375  
 

MODIFICACIÓN DEL TÍTULO; REFORMA DE LOS ARTICULOS 1, 5, 10 Y 11; Y ADICION DE LOS 
ARTICULOS 12 BIS Y 12 TER A LA LEY QUE REGULA LA PROPAGANDA QUE UTILICE LA IMAGEN 
DE LA MUJER, N.º 5811 DE 10 DE OCTUBRE DE 1975 Y SUS REFORMAS. 
 

https://www.imprentanacional.go.cr/pub/2021/10/04/COMP_04_10_2021.pdf
https://www.imprentanacional.go.cr/gaceta/
https://www.imprentanacional.go.cr/gaceta/
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PODER EJECUTIVO  

 

ACUERDOS  

 

MINISTERIO DE LA PRESIDENCIA   

 

ACUERDO N° 034-MP  
 

NOMBRAR AL SEÑOR JORGE TORRES CARRILLO, COMO DIRECTOR GENERAL DE LA DIRECCIÓN 
DE INTELIGENCIA Y SEGURIDAD NACIONAL. 
 

● MINISTERIO DE OBRAS PUBLICAS Y TRANSPORTES 

 

MINISTERIO DE SALUD  

 

ACUERDO N° DM-MGG-6364-2021  
 

MODIFICAR EL CONSIDERANDO II DEL ACUERDO MINISTERIAL N° DM-MGG-3742-2021. 
MODIFICAR EL ARTÍCULO 1, INCISO A) DEL ACUERDO MINISTERIAL N° DM-MGG-3742-2021  
 

DOCUMENTOS  VARIOS   

 

● AGRICULTURA Y GANADERIA 
 

TRIBUNAL SUPREMO DE ELECCIONES  

 

● RESOLUCIONES 

● AVISOS 
 

CONTRATACION ADMINISTRATIVA  

 

● FE DE ERRATAS 

● ADJUDICACIONES 

● REMATES 
 

REGLAMENTOS  
 

INSTITUTO COSTARRICENSE DE ACUEDUCTOS Y ALCANTARILLADOS 

 

N° 2021-418  
 

ASUNTO: MODIFICACIÓN ART. 20 Y 23 DEL REGLAMENTO PARA LA CONTRATACIÓN DE 
BIENES, SERVICIOS Y CONSTRUCCIÓN DE OBRAS DEL AYA.  
 

AVISOS  

 

FIDEICOMISO BANCO DE COSTA RICA-IMAS-BANACIO/73-200  
 

REFORMA REGLAMENTO DE CAJA CHICA  
 

https://www.imprentanacional.go.cr/gaceta/
https://www.imprentanacional.go.cr/gaceta/
https://www.imprentanacional.go.cr/gaceta/
https://www.imprentanacional.go.cr/gaceta/
https://www.imprentanacional.go.cr/gaceta/
https://www.imprentanacional.go.cr/gaceta/
https://www.imprentanacional.go.cr/gaceta/
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INSTITUCIONES DESCENTRALIZADAS  

 

● BANCO CENTRAL DE COSTA RICA 

● BANCO NACIONAL 

● PATRONATO NACIONAL DE LA INFANCIA 

● INSTITUTO NACIONAL DE FOMENTO COOPERATIVO 

● SUPERINTENDENCIA DE TELECOMUNICACIONES 
 

REGIMEN MUNICIPAL   

 

● MUNICIPALIDAD DE GOICOECHEA 

● MUNICIPALIDAD DE MORAVIA 

● MUNICPALIDAD DE GARABITO 
 

AVISOS   

 

● CONVOCATORIAS 

● AVISOS 
 

NOTIFICACIONES  
 

● HACIENDA 

● JUSTICIA Y PAZ 

● AMBIENTE Y ENERGIA 

● CAJA COSTARRICENSE DE SEGURO SOCIAL 

BOLETÍN  JUDICIAL.  N°  190 DE 04 DE OCTUBRE DE  2021 

Boletín con Firma digital  (ctrl+clic) 

 

CORTE SUPREMA DE JUSTICIA 

 

SECRETARIA GENERAL  

 

CIRCULAR N° 209-2021  
 

ASUNTO: SE HACE DE CONOCIMIENTO DE LOS JUECES Y JUEZAS QUE TRAMITAN LA MATERIA 
CIVIL, SOBRE ADMISIÓN DE LA ACCIÓN DE INCONSTITUCIONALIDAD, PARA DECLARAR 
INCONSTITUCIONALIDAD DEL ARTÍCULO 2.18 DEL REGLAMENTO DE NORMAS PRÁCTICAS 
PARA LA APLICACIÓN DEL NUEVO CÓDIGO PROCESAL CIVIL.  
 

CIRCULAR N° 202-2021 
 

ASUNTO: REITERACIÓN DE LA CIRCULAR N° 159-2015 RESPECTO A LA “OBLIGACIÓN DE LOS 
DESPACHOS JUDICIALES DE COLABORAR CON LA DIRECCIÓN DE TECNOLOGÍA DE 
INFORMACIÓN PARA ACTUALIZAR EL SISTEMA COSTARRICENSE DE GESTIÓN.”  
 

CIRCULAR N° 203-2021 

https://www.imprentanacional.go.cr/gaceta/
https://www.imprentanacional.go.cr/gaceta/
https://www.imprentanacional.go.cr/gaceta/
https://www.imprentanacional.go.cr/gaceta/
https://www.imprentanacional.go.cr/gaceta/
https://www.imprentanacional.go.cr/gaceta/
https://www.imprentanacional.go.cr/gaceta/
https://www.imprentanacional.go.cr/gaceta/
https://www.imprentanacional.go.cr/gaceta/
https://www.imprentanacional.go.cr/gaceta/
https://www.imprentanacional.go.cr/gaceta/
https://www.imprentanacional.go.cr/gaceta/
https://www.imprentanacional.go.cr/gaceta/
https://www.imprentanacional.go.cr/gaceta/
https://www.imprentanacional.go.cr/pub-boletin/2021/10/bol_04_10_2021.pdf
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  ASUNTO: REITERACIÓN DE LAS CIRCULARES N° 104-08 Y 138-2020 RELACIONADAS CON LOS 
PERMISOS PARA ACTIVIDADES DOCENTES FUERA DE LA JORNADA LABORAL CON 
REMUNERACIÓN.  
 

DIRECCIÓN DE GESTIÓN HUMANA DEL PODER JUDICIAL 

 

CONCURSO CN-08-2021 

 

La Dirección de Gestión Humana invita a las personas interesadas a participar en el presente 
proceso selectivo para nombramiento en propiedad para: 
 

Puestos profesionales y coordinaciones 
(varias especialidades) 

 

Forma de participar, requisitos y otros detalles se pueden acceder en las siguientes direcciones 
electrónicas: 
Personas externas al Poder Judicial:  
 

https://pjenlinea2.poder-judicial.go.cr/ghenlinea/  
 

Personas empleadas judiciales:  
 

http://sjoaplpro40/ghenlinea2/  

 
Periodo de inscripción 

Inicia: 4 de octubre de 2021 
Finaliza: 15 de octubre de 2021 

(La inscripción es en línea por lo que 
se puede acceder durante las 24 horas) 

Horario de atención al público 
De lunes a viernes, de 7:30 a.m. a 12:00 m.d. 

y de 1:00 p.m. a 4:30 p.m. 
 

Correo: reclutamiento@poder-judicial.go.cr  
 

Teléfono: 6241-9764 

Rodolfo Alexander Castañeda Vargas 

 

1 vez. — O. C. N° 364-12-2021. — Solicitud Nº 68-2017-JA. — (IN2021582975). 
 

CONCURSO CN-09-2021 

 

La Dirección de Gestión Humana invita a las personas interesadas a participar en el presente 
proceso selectivo para nombramiento en propiedad para: 
 

Puestos profesionales en informática 

 

Forma de participar, requisitos y otros detalles se pueden acceder en las siguientes direcciones 
electrónicas: 
Personas externas al Poder Judicial: 
 

https://pjenlinea2.poder-judicial.go.cr/ghenlinea/  

https://pjenlinea2.poder-judicial.go.cr/ghenlinea/
http://sjoaplpro40/ghenlinea2/
mailto:reclutamiento@poder-judicial.go.cr
https://pjenlinea2.poder-judicial.go.cr/ghenlinea/
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Personas empleadas judiciales: 
 

http://sjoaplpro40/ghenlinea2/  
 

Periodo de inscripción 
Inicia: 04 de octubre del 2021 

Finaliza: 15 de octubre del 2021 
(La inscripción es en línea por lo que 

se puede acceder durante las 24 horas) 

 

Horario de atención al público 

 

De lunes a viernes, de 07:30 a.m. a 12:00 m.d., 
y de 01:00 p.m. a 04:30 p.m. 

Correo: reclutamiento@poder-judicial.go.cr  
Teléfono: 6241-9764 

 

Rodolfo Alexander Castañeda Vargas 

 

1 vez. — O. C. N° 364-12-2021. — Solicitud Nº 68-2017-JA. — (IN2021582974).  
 

SALA CONSTITUCIONAL  

 

ASUNTO: Acción de Inconstitucionalidad 
 

A Los Tribunales y Autoridades de la República 
 

HACE SABER: 
 

TERCERA PUBLICACIÓN 

 

De acuerdo con lo dispuesto en el artículo 81 de la Ley de la Jurisdicción Constitucional, dentro 
de la acción de inconstitucionalidad número 21-017328-0007-CO que promueve Federación 
Costarricense para la Conservación del Ambiente, se ha dictado la resolución que literalmente 
dice: «Sala Constitucional de la Corte Suprema de Justicia. San José, a las doce horas once 
minutos del dieciséis de setiembre de dos mil veintiuno. /Se da curso a la acción 
de inconstitucionalidad interpuesta por Álvaro Sagot Rodríguez, cédula de identidad 
N °203650227, Carlos Eduardo Wong Bonilla, cédula de identidad N °113650832, y Dany 
Alberto Villalobos Villalobos, cédula de identidad N° 206430273, en su condición de 
presidente con representación judicial y extrajudicial de la Federación Costarricense para la 
Conservación del Ambiente, persona jurídica N° 3-002-116993, para que se declaren 
inconstitucionales por omisión el artículo 24 de la Ley de Uso, Manejo y Conservación de 
Suelos N °7779 del 30 de abril de 1998, el artículo 5 de la Ley de Cercas Divisorias y 
Quemas N° 121 del 26 octubre de 1909, el Reglamento para Quemas Agrícolas Controladas, 
Decreto Ejecutivo N° 35368-MAG-S-MINAE del 6 mayo de: de 2009, y el artículo 85 del 
Reglamento a la Ley de Uso, Manejo y Conservación de Suelos, Decreto Ejecutivo N  °29375 -
MAG-MINAE-SHACIENDA-MOPT de 8 de agosto de 2000; por estimarlos contrarios a los 
artículos 7, 21, 50 y 89 de la Constitución Política. Se confiere audiencia por quince días al 
procurador General de la República, el ministro de la Presidencia, el ministro de Agricultura y 
Ganadería, el ministro de Salud, el ministro de Ambiente y Energía, el ministro de Hacienda y 

http://sjoaplpro40/ghenlinea2/
mailto:reclutamiento@poder-judicial.go.cr
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el ministro de Obras Públicas y Transportes. Las normas se impugnan porque no prevén una 
evaluación de impacto ambiental previo a cada evento incendiario, que sirva para valorar los 
impactos negativos y proteger a las personas, la vida silvestre y los ecosistemas nacionales e 
internacionales. Aclaran que no pretenden que se declaren inconstitucionales las normas 
precitadas ni que sean eliminadas del ordenamiento jurídico, pero sí que se declare la 
inconstitucionalidad por omisión y que se emita una sentencia interpretativa para que se 
disponga que previo a cada autorización de una quema agrícola, se deba pasar por el tamiz 
de la Secretaría Técnica Nacional Ambiental (SETENA), conforme a las exigencias previstas en 
reiterados votos constitucionales y el Convenio sobre la Diversidad Biológica. Señalan que 
Costa Rica ha asumido diversos instrumentos internacionales que ratifican la protección a la 
biodiversidad y a las generaciones futuras. Dentro de estos citan el Acuerdo de París y señalan 
que es de vital importancia considerar la pertinencia de aplicar lo dispuesto en la opinión 
consultiva OC-23-17 de la Corte Interamericana de Derechos Humanos, que establece 
obligaciones estatales para hacer evaluaciones ambientales a fin de no perjudicar a otros 
Estados. Indican que en el documento denominado Estrategia de Manejo Integral del Fuego 
en Costa Rica 2012-2021, se señala que muchos de los incendios en áreas silvestres protegidas 
o en otros sitios, tienen como causa central la intervención antrópica y las quemas agrícolas 
figuran como una de las prácticas más frecuentes en este tipo de siniestro, por lo que 
evidentemente se está ante eventos que requieren una mayor regulación desde el Poder 
Ejecutivo para cumplir con las metas a las que se ha obligado internacionalmente. En este 
sentido, esa política ambiental sostiene que: “Los incendios forestales en Costa Rica, en un 
99.9% de los casos, son producidos por las actividades humanas, ya sea de manera 
involuntaria o en forma premeditada…”. En la misma línea se señala sobre las causas de los 
incendios forestales: “En las últimas seis temporadas de incendios forestales (2007 al 
2012), las causas por quemas (pastos y agropecuarias), con un 46.06%...”. Sobre los 
efectos de las quemas en la biodiversidad mencionan como evidencia lo que consta en el 
oficio SG-AG-478-08, emitido por la SETENA: “Al recurso suelo:-Perdida de nutrientes por 
evaporación y calcinamiento del suelo debido al aumento de temperatura de la quema. 
Perdida de materia orgánica en la superficie del suelo que se transforma en gases y humo 
blanco.  Efecto potencial negativo sobre el agua del suelo, al disminuir la humedad del área 
del cultivo y posibles efectos a mantos acuíferos superficiales.  Aumenta la posibilidad de 
mayor erosión-Etc. Al recurso vegetación-Pérdida temporal de cobertura vegetal y especies 
de flora silvestre asociadas productoras de comida y hábitat para especies silvestres como 
aves y roedores y reptiles-Cambio de estructura del agro-ecosistema y desplazamiento 
de fauna silvestre Al recurso aire y atmosfera. Existe relación directa de los factores climáticos 
y el efecto de las quemas en la contaminación del ambiente y principalmente asociados a la 
generación de gases, humo blanco y partículas en suspensión. Genera una lluvia de trozos de 
cenizas y partículas en suspensión (ollín) y humo blanco sobre áreas de influencia, contiguo a 
las quemas, principalmente, sobre poblados o ciudades adyacentes  La lluvia de partículas, 
está acompañada de un aumento de los niveles de gases producto de la combustión de la 
caña, generando una mayor concentración de: bióxido de carbono (CO2) y monóxido de 
carbono (CO, tóxico para la salud) ambos contribuyen al efecto de invernadero; el monóxido 
de nitrógeno (tóxico) el anhídrido sulfuroso (mezclado con el agua atmosférica provoca lluvia 
acida, la cual afecta los ojos y la vegetación natural) y el anhídrido carbónico (que afecta 
las vías respiratorias y los ojos.  La presencia de mayores niveles de monóxido de carbono 
(CO) en el área de influencia, podría afectar la oxigenación del corazón y el riesgo de pacientes 
con enfermedades arteriales coronarias. Al recurso fauna silvestre.  Muerte de aves y 
pichones o perdida de nidos y huevos, producto del fuego, principalmente, 
especies asociadas a áreas abiertas como pastizales, charrales o áreas de ecotono. 
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Muerte de especies de reptiles,  principalmente, serpiente y tortugas de tierra. – Muerte 
de especies mamíferos, principalmente crías y juveniles, ratas arroceras, conejos de monte, 
taltuzas y armadillos. Muerte o desplazamiento de hábitat de especies 
marsupiales principalmente zorro pelón” (sic). Con base en lo anterior, afirman que los 
efectos de las quemas son significativos, son dañosos y nocivos, por lo que esas prácticas 
deben ser más controladas y las valoraciones ambientales previas son fundamentales. Para 
que exista un desarrollo sostenible que observe la función ecológica que deben tener todos 
los inmuebles, junto con las valoraciones ambientales que deben exigirse, debe 
implementarse una reingeniería en el campo de la agricultura que conlleve a revalorar los 
métodos empleados, pues de lo contrario se violentan de forma flagrante los derechos, intra 
y extra generacionales, por el acaecimiento de daños irreparables al suelo, la biodiversidad y 
el equilibrio climático. También menciona el criterio de la Contraloría Ambiental del MINAE, 
contenido en el oficio CA 2012-157 del 23 de octubre de 2012. Además, manifiestan que 
adjuntan evidencia sobre varios centros educativos de los alrededores de Grecia y Alajuela 
que se han visto perjudicados por las quemas que ocurren en razón de la producción de caña 
de azúcar. Lo referido a centros educativos igualmente ocurre en la provincia de Guanacaste, 
el cantón de San Ramón, en San José y en todo sitio donde se reproducen esos 
procedimientos incendiarios autorizados por el Ministerio de Agricultura y Ganadería, donde 
debería estar interviniendo también el Ministerio de Ambiente y Energía por medio de la 
SETENA. Consideran que el principal sustento jurídico que deberá ponderarse en esta acción 
es la aplicación del principio de progresividad en defensa de los derechos fundamentales 
previsto en la norma 26 de la Convención Americana sobre Derechos Humanos. Agregan que 
en las quemas agrícolas se incinera biomasa y madera de los terrenos, generando gases 
prohibidos, pero nada de esto se evalúa, pues los artículos 12 y 13 del Reglamento para 
Quemas Agrícolas Controladas no establecen ningún mecanismo para valorar el efecto 
acumulado al ambiente de cada evento y menos se ordena obtener una licencia ambiental 
previa, es decir, no existen verificaciones dentro de la ciencia y la técnica que hagan pasar 
cada permiso por el tamiz de los principios precautorio y de objetivación, lo cual a su vez 
constituye una violación de los principios de proporcionalidad y razonabilidad y de 
progresividad. Incluso, se está incumpliendo con obligaciones internacionales. Consideran 
que es claro que las normas 12 y 13 señaladas tienen un vicio de inconstitucionalidad y de 
inconvencionalidad por omisión que transgrede la norma 50 constitucional y el artículo 14 del 
Convenio sobre la Diversidad Biológica, al no contemplar una valoración ambiental aprobada 
por la SETENA como requisito para lograr la autorización de una quema agrícola. Lo mismo 
ocurre con el artículo 85 del Reglamento a la Ley de Uso, Manejo y Conservación de Suelos, 
pues ahí pudo haberse consignado la obligación de acudir ante la SETENA previo a cada 
evento de quema y por omisión no se hizo. Solicitan que se declaren inconstitucionales por 
omisión las normas aquí impugnadas, dado que, con las quemas agrícolas sin valoración 
ambiental previa, se participa en la generación de gases de efecto invernadero (GEI) y 
sustancias agotadoras de la capa de ozono (SAO), y se causan graves daños ambientales al 
recurso suelo, al mar, a la biodiversidad, a los ecosistemas marinos y terrestres, al clima, a la 
atmósfera y a la calidad de vida de las generaciones presentes y futuras. 
 

Esta acción se admite por reunir los requisitos a que se refiere la Ley de la Jurisdicción 
Constitucional en sus artículos 73 a 79. La legitimación a los accionantes proviene del artículo 
75, párrafo segundo de la Ley de la Jurisdicción Constitucional, toda vez que acuden en 
defensa de intereses difusos ambientales. Publíquese por tres veces consecutivas un aviso en 
el Boletín Judicial sobre la interposición de la acción. Efectos jurídicos de la interposición de 
la acción: la publicación prevista en el numeral 81 de la Ley de la Jurisdicción Constitucional 
tiene por objeto poner en conocimiento de los tribunales y los órganos que agotan la vía 
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administrativa, que la demanda de inconstitucionalidad ha sido establecida, a efectos de que 
en los procesos o procedimientos en que se discuta la aplicación de la ley, decreto, 
disposición, acuerdo o resolución, tampoco se dicte resolución final mientras la Sala no haya 
hecho pronunciamiento del caso. De este precepto legal se extraen varias reglas. La primera, 
y quizás la más importante, es que la interposición de una acción de inconstitucionalidad no 
suspende la eficacia y aplicabilidad en general de las normas. La segunda, es que solo se 
suspenden los actos de aplicación de las normas impugnadas por las autoridades judiciales en 
los procesos incoados ante ellas, o por las administrativas, en los procedimientos tendientes 
a agotar la vía administrativa, pero no su vigencia y aplicación en general. La tercera es que –
en principio-, en los casos de acción directa (como ocurre en la presente acción), no opera el 
efecto suspensivo de la interposición (véanse votos Nº 537-91, 2019-11633, así como 
resoluciones dictadas en los expedientes números 2019-11022, 19-006416 y 19-015543 del 
Tribunal Constitucional). Dentro de los quince días posteriores a la primera publicación del 
citado aviso, podrán apersonarse quienes figuren como partes en asuntos pendientes a la 
fecha de interposición de esta acción, en los que se discuta la aplicación de lo impugnado o 
aquellos con interés legítimo, a fin de coadyuvar en cuanto a su procedencia o improcedencia, 
o para ampliar, en su caso, los motivos de inconstitucionalidad en relación con el asunto que 
les interese. Se hace saber, además, que de conformidad con los artículos 81 y 82 de la Ley 
de Jurisdicción Constitucional y conforme lo ha resuelto en forma reiterada la Sala 
(resoluciones 0536-91, 0537-91, 0554-91 y 0881-91) esta publicación no suspende la vigencia 
de la norma en general, sino únicamente su aplicación en los casos y condiciones señaladas. 
La contestación a la audiencia conferida en esta resolución deberá ser presentada una única 
vez, utilizando solo uno de los siguientes medios: documentación física presentada 
directamente en la Secretaría de la Sala; el sistema de fax; documentación electrónica por 
medio del Sistema de gestión en línea; o bien, a la dirección de correo electrónico Informes-
SC@poderjudicial.go.cr, la cual es correo exclusivo dedicado a la recepción de informes. En 
cualquiera de los casos, la contestación y demás documentos deberán indicar de manera 
expresa el número de expediente al cual van dirigidos. La contestación que se rindan por 
medios electrónicos deberá consignar la firma de la persona responsable que lo suscribe, ya 
sea digitalizando el documento físico que contenga su firma, o por medio de la firma digital, 
según las disposiciones establecidas en la Ley de Certificados, Firmas Digitales y Documentos 
Electrónicos, Nº 8454, a efectos de acreditar la autenticidad de la gestión. Se advierte que los 
documentos generados electrónicamente o digitalizados que se presenten por el Sistema de 
Gestión en Línea o por el correo electrónico señalado, no deberán superar los 3 Megabytes. 
Notifíquese. Fernando Castillo Víquez, Presidente. 
San José, 16 de setiembre del 2021. 
 

                                                       Mariane Castro Villalobos 
                                                                    Secretaria a. í 
 

O. C. N° 364-12-2021. — Solicitud Nº 68-2017-JA. — (IN2021584535). 
 

PRIMERA PUBLICACIÓN 
 

De acuerdo con lo dispuesto en el artículo 81 de la Ley de la Jurisdicción Constitucional, dentro 
de la acción de inconstitucionalidad número 21-018175-0007-CO que promueve Procurador 
General de la República, se ha dictado la resolución que literalmente dice: “Sala 
Constitucional de la Corte Suprema de Justicia. — San José, a las diez horas cincuenta y siete 
minutos del veinte de setiembre de dos mil veintiuno. /Se da curso a la acción de 
inconstitucionalidad interpuesta por Julio Alberto Jurado Fernández, cédula de identidad N° 
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1-501-905, en su condición de Procurador General de la República, para que se declare 
inconstitucional el artículo 5° de la Ley N° 10.004 del 28 de julio de 2021, Ley de Creación del 
distrito sexto del cantón de Paraíso, denominado Birrisito, por estimarlo contrario a los 
artículos 9°, 99, 102, incisos 1) y 3), 121, inciso 1), 168, 171 y 172 de la Constitución Política, los 
principios de separación de poderes, inderogabilidad singular de las normas que integran el 
parámetro de constitucionalidad, representación, participación política, igualdad, razonabilidad 
y proporcionalidad, así como el artículo 23 de la Convención Americana sobre Derechos 
Humanos. Se confiere audiencia por quince días a la Presidenta de la Asamblea Legislativa, al 
Presidente del Tribunal Supremo de Elecciones y al Presidente del Concejo Municipal de 
Paraíso. La norma se impugna por los siguientes motivos: 1- Violación de la competencia 
constitucional para la organización de los actos relativos al sufragio que corresponde al 
Tribunal Supremo de Elecciones. Se cuestiona que, a través de la norma impugnada, la 
Asamblea Legislativa pretende obligar al Tribunal Supremo de Elecciones (TSE) a realizar 
elecciones anticipadas para designar a los miembros del Concejo de Distrito y síndicos de 
distrito de Birrisito, desconociendo no solo los tiempos electorales previstos en los numerales 
171 y 172 de la Constitución, sino, además, sin tomar en consideración que esa materia se 
enmarca dentro del concepto de “lo electoral”, cuya competencia ha sido reservada al TSE. 
Se indica que, si bien el TSE se encuentra sometido a la ley, lo cierto es que no podrían 
regularse a través de ella, aspectos sustantivos de la función electoral, tal como la realización 
de una elección en el ámbito municipal, fuera de los tiempos de programación que tiene la 
institución por disposición constitucional. 2- Violación al numeral 168 de la Constitución y los 
principios de separación de poderes e inderogabilidad singular de las normas que integran el 
parámetro de constitucionalidad. Se afirma que, según la jurisprudencia constitucional 
(Sentencias N° 1995-2009 y N° 2013-12802, entre otras), la Asamblea Legislativa únicamente 
puede crear distritos, en tanto modifique la Ley sobre la División Territorial Administrativa, 
mediante la cual, se delegó esa potestad al Poder Ejecutivo (artículo 14). Mientras eso no 
cambie, en atención a los principios de separación de poderes, inderogabilidad singular de las 
normas y de seguridad jurídica, no podría entenderse que dos órganos constitucionales 
tienen una misma atribución. Considera, el accionante, que la norma impugnada es 
inconstitucional, pues la Asamblea Legislativa no era competente para crear un distrito, sin 
antes modificar la referida delegación, lo cual no hizo. 3- Inconvencionalidad e 
inconstitucionalidad de la norma por afectar el efectivo desempeño del cargo de 
representación que fue conferido a ciudadanos en las elecciones municipales de 2020 
(artículo 23 de la Convención Americana sobre Derechos Humanos y principios de 
representación y participación política). Se asevera que el TSE advirtió a los legisladores que 
la elección de las autoridades distritales de Birrisito, de ser aprobada la ley, luego de la 
convocatoria a los comicios de 2020, debía diferirse hasta el 2024, no solo por razones 
logísticas, sino porque la generación de una nueva circunscripción y la designación de 
gobernantes fuera del ciclo electoral ordinario genera una dislocación del sistema que 
impacta negativamente el derecho al efectivo desempeño del cargo, tutelado por la 
Convención Americana sobre Derechos Humanos. Al realizarse las postulaciones para ocupar 
los cargos municipales que se disputaron en febrero de 2020, las personas interesadas 
sometieron su nombre a consideración del electorado teniendo en cuenta que llevarían a 
cabo funciones públicas en pro del desarrollo de comunidades que, para ese entonces, 
integraban la circunscripción en la que aspiraban a ejercer el cargo, por lo que el 
desmembramiento de esos territorios afecta el ejercicio del puesto. La celebración de 
comicios municipales, fuera del ciclo ordinario de renovación de autoridades y por motivo de 
la creación de una nueva circunscripción, afecta flagrantemente el núcleo de atribuciones de 
representantes que se encuentran ejerciendo un puesto público y también genera una 
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desigualdad con gobernantes homólogos. Señala que la norma impugnada varía límites 
territoriales, lo cual modifica, a su vez, uno de los elementos de la competencia de los actuales 
gobernantes: al tomarse porciones de distritos preexistentes para generar el distrito Birrisito, 
los síndicos y los concejales en funciones (electos en febrero de 2020 en los territorios 
desmembrados) de manera sobreviniente verán afectado el ámbito espacial en el que ejercen 
autoridad, circunstancia que va en detrimento del mandato que les fue inicialmente 
otorgado. El Estado debió diferir la elección de las nuevas autoridades de Birrisito hasta el 
2024, de manera análoga como lo hizo con la relativamente reciente creación del cantón Río 
Cuarto. Además, en el caso de los representantes distritales para Birrisito que deban 
escogerse en el segundo semestre del 2022 (en atención a lo dispuesto en la norma 
impugnada, en relación con el transitorio I de ese mismo cuerpo normativo), tendrán un 
período de gobierno de aproximadamente año y medio, lapso que resulta ser menor al de los 
mandatos otorgados por la ciudadanía en las elecciones municipales de 2020. Lo que supone 
una disparidad que no resulta legítima. Por otra parte, la celebración de comicios locales en 
un momento distinto a aquel que ordinariamente están previstos, podría, en ciertos 
escenarios, hacer que las comunidades, por las cuales un determinado candidato obtuvo la 
victoria, sean trasladadas por la modificación legal de los límites a otro territorio, con lo que 
habría una afectación a la lógica de representación que se obtiene mediante el sufragio. Se 
desconocería la voluntad popular de quienes emitieron su voto en los comicios de 2020; tanto 
electores como candidatos -al materializar su derecho fundamental al sufragio en cualquiera 
de sus vertientes- que tuvieron en mente un esquema territorial y de autoridades que ahora, 
iniciado el período de gobierno y de forma ilegítima, se pretende variar. Por otro lado, los 
munícipes de los territorios que hoy forman el citado distrito ya concurrieron a las urnas a 
elegir los miembros de otros concejos de distrito que ejercerán sus cargos durante el 
cuatrienio 2020-2024, por lo que si se celebran votaciones para determinar quiénes serán los 
concejales y el síndico (propietario y suplente) de Birrisito, estarían ejerciendo una suerte de 
doble voto. Dentro de un mismo período de gobierno, habrá ciudadanos que sufragaron, por 
autoridades de dos circunscripciones distintas de la escala territorial de gobierno, 
particularidad que transgrede el principio “una persona, un voto”, como imperativo 
democrático relativo a la igualdad del sufragio. 4- Se considera lesionado el principio de 
participación política, pues en un escenario óptimo, los partidos -antes de la convocatoria a 
la respectiva elección- deben haber resuelto quiénes serán sus candidatos, pues estos 
deberán ser inscritos ante el Registro Electoral dentro de los quince días siguientes al citado 
llamado a las urnas (numeral 148 del Código Electoral). De esa suerte, si el legislador previó 
que seis meses después de la elección nacional de 2022 deben llevarse a cabo las votaciones 
en el recién creado distrito y que el período de campaña, en Costa Rica, se atiende por cuatro 
meses (artículos 147 y 149 del Código Electoral), entonces las agrupaciones deberían, 
inmediatamente después de las referidas justas, iniciar con la recepción de precandidaturas 
y organización de sus asambleas, entre otros aspectos. No obstante que, para este momento, 
las agrupaciones estarán dedicadas a preparar la documentación necesaria para requerir a la 
Administración Electoral la liquidación de sus gastos y, además, la dirigencia y militancia en 
general se encuentra en un período de repliegue producto del natural desgaste que supone 
la competencia comicial nacional, sin contar con que muchas agrupaciones deberán culminar 
con su proceso de renovación de estructuras y, tratándose de la mayoría de los partidos 
cantonales, debe iniciarse con el cumplimiento de esa obligación (conforme el transitorio XIII 
del Código Electoral, introducido mediante Ley N° 9934). Ante este panorama, podría darse 
el caso de que varios partidos no pudieran participar en la elección que pretende el artículo 
impugnado, ya que, si no han remozado sus órganos ejecutivos y deliberativos, entonces no 
es posible aceptar sus candidaturas en los términos del párrafo primero del numeral 48 del 



 

12 

Código Electoral. Por otro lado, el lapso para constituir el gobierno distrital de Birrisito es muy 
corto, no solo porque toma por sorpresa a quienes eventualmente estén interesados en 
someter sus nombres a los miembros de su agrupación para, de gozar con el favor de sus 
correligionarios, ser finalmente postulados, sino porque -de mantenerse las condiciones 
sanitarias actuales del país- se limitaría la posibilidad de hacerse propaganda a lo interno de 
la estructura. Sobre esa línea, también, debe pensarse en que la ciudadanía podría ver 
limitado su derecho a un voto informado, ya que las elecciones en comentario obligarían a 
una forma distinta de recibir las propuestas partidarias. Por cultura electoral nacional, en el 
ámbito municipal, los procesos propagandísticos cara a cara tienen un peso muy importante 
para convencer a los munícipes; sin embargo, por lo ya expuesto, tal accionar se vería 
especialmente restringido. Aunado a lo anterior, las agrupaciones políticas en una contienda 
local tienen el derecho a que sus gastos, de superar los umbrales previstos en la legislación, 
sean reconocidos con cargo a los dineros públicos, en los términos de los numerales 96 
constitucional y 99 del Código Electoral. Por la forma en la que están construidas las barreras 
de acceso a los fondos públicos, en las elecciones distritales de Birrisito, los partidos políticos 
no podrían redimir gastos y tampoco podrían cargar estos a los rubros de capacitación y 
organización (esto desnaturalizaría tales reservas), debiéndose enfrentar los comicios solo 
con dineros propios, lo cual supone una limitación a la participación política, en tanto se 
agravaría la inequidad en la contienda, como uno de los rasgos por mejorar en el modelo 
costarricense de financiamiento político, según lo han apuntado, entre otros, los expertos de 
las Misiones de Observación de la Organización de Estados Americanos. Los partidos locales, 
probablemente, tendrían mayores dificultades para invertir en estas elecciones y con ello 
visibilizar su oferta política. En todo caso, los recursos destinados como contribución a los 
partidos políticos por su participación en las elecciones municipales del período 2020-2024 
ya fueron asignados a las agrupaciones y, más bien, ya ha iniciado el proceso de liquidación 
de esos recursos. Por ello, se indica que el artículo 5° restringe ilegítimamente el derecho de 
participación política, al contemplar un plazo para la postulación de candidatos que es 
materialmente insuficiente, por no tomar en cuenta que las condiciones sanitarias del país 
dificultan la posibilidad de llevar a cabo plenamente ejercicios propagandísticos (lo cual incide 
negativamente en el derecho a un voto informado) y por hacer imposible que las 
agrupaciones políticas tengan siquiera la expectativa de acceder a la contribución del Estado 
por su participación en una elección local, a contrapelo del derecho consagrado en el artículo 
96 constitucional y desarrollado en el numeral 99 del Código Electoral. 5- Violación del 
principio de razonabilidad y proporcionalidad. Se acusa que la norma impugnada obliga a 
celebrar comicios distritales en seis meses después de su entrada en vigencia. Momento que 
ha quedado diferido, según el transitorio I de ese mismo cuerpo normativo, al día siguiente 
de las elecciones nacionales de 2022. En consecuencia, la selección de las autoridades de 
Birrisito debería llevarse a cabo entre agosto y octubre de ese año (dependiendo de si se 
verifica una segunda ronda). Sin embargo, el legislador no previó que, luego de la redefinición 
de los límites espaciales de un territorio, la institución debe iniciar los trámites para establecer 
los distritos electorales. Los artículos 12 inciso k) y 143 del Código Electoral facultan al TSE a 
dividir un distrito administrativo en dos o más distritos electorales, con el fin de hace más 
accesibles las juntas de votos a los ciudadanos. Así, al generarse una nueva circunscripción 
administrativa, la Contraloría Electoral en conjunto con el equipo de la Unidad de Geografía 
de la DGRE, proceden a los levantados cartográficos y topográficos del territorio para 
determinar en cuáles poblados corresponderá generar un distrito electoral y cuáles 
comunidades podrán unirse con el fin de asignar un único centro de votación con una o varias 
juntas receptoras de votos. Esa labor no solo requiere una labor analítica desde los equipos 
especializados sino, de gran importancia, obliga a hacer visitas de campo y un minucioso 
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proceso de clasificación, ya que de esa distribución de electores según distrito electoral- se 
generará una repartición de los votantes por los citados centros de votación y por junta 
receptora, datos que son vitales para la elaboración de las listas de electores (el padrón 
electoral). Tal proceso es, en sí mismo, complejo y, en las condiciones sanitarias actuales del 
país, lo es aún más. Por tales motivos, el plazo conferido para realizar los comicios en el 
distrito de Birrisito resulta ser insuficiente. Estrechez temporal que va en detrimento de 
garantías del sufragio, como lo son la ubicación oportuna de los centros de votación y la 
distribución de electores, según su inscripción electoral (ligada a la creación de los distritos 
electorales), lo cual refiere, resulta lesivo de los principios constitucionales de razonabilidad 
y proporcionalidad. Esta acción se admite por reunir los requisitos a que se refiere la Ley de 
la Jurisdicción Constitucional en sus artículos 73 a 79. La legitimación del accionante proviene 
de la legitimación directa reconocida en el párrafo tercero del artículo 75 de la Ley de la 
Jurisdicción Constitucional, solicitada por el Tribunal Supremo de Elecciones, mediante oficio 
TSE-1981-2021 del 13 de agosto de 2021. Publíquese por tres veces consecutivas un aviso en 
el Boletín Judicial sobre la interposición de la acción, para que en los procesos o 
procedimientos en que se discuta la aplicación de lo cuestionado, no se dicte resolución final 
mientras la Sala no haya hecho el pronunciamiento del caso. Este aviso sólo afecta los 
procesos judiciales pendientes en los cuales se discuta la aplicación de lo impugnado y se 
advierte que lo único que no puede hacerse en dichos procesos, es dictar sentencia o bien, el 
acto en que haya de aplicarse lo cuestionado en el sentido en que lo ha sido. Igualmente, lo 
único que la acción suspende en vía administrativa es el dictado de la resolución final en los 
procedimientos tendentes a agotar esa vía, que son los que se inician con y a partir del recurso 
de alzada o de reposición interpuestos contra el acto final, salvo, claro está, que se trate de 
normas que deben aplicarse durante la tramitación, en cuyo caso la suspensión opera 
inmediatamente. Dentro de los quince días posteriores a la primera publicación del citado 
aviso, podrán apersonarse quienes figuren como partes en asuntos pendientes a la fecha de 
interposición de esta acción, en los que se discuta la aplicación de lo impugnado o aquellos 
con interés legítimo, a fin de coadyuvar en cuanto a su procedencia o improcedencia, o para 
ampliar, en su caso, los motivos de inconstitucionalidad en relación con el asunto que les 
interese. Se hace saber, además, que de conformidad con los artículos 81 y 82 de la Ley de 
Jurisdicción Constitucional y conforme lo ha resuelto en forma reiterada la Sala (Resoluciones 
Nos. 0536-91, 0537-91, 0554-91 y 0881-91) esta publicación no suspende la vigencia de la 
norma en general, sino únicamente su aplicación en los casos y condiciones señaladas. La 
contestación a la audiencia conferida en esta resolución deberá ser presentada una única vez, 
utilizando solo uno de los siguientes medios: documentación física presentada directamente 
en la Secretaría de la Sala; el sistema de fax; documentación electrónica por medio del 
Sistema de Gestión en Línea; o bien, a la dirección de correo electrónico Informes-
SC@poderjudicial.go.cr, la cual es correo exclusivo dedicado a la recepción de informes. En 
cualquiera de los casos, la contestación y demás documentos deberán indicar de manera 
expresa el número de expediente al cual van dirigidos. La contestación que se rindan por 
medios electrónicos, deberá consignar la firma de la persona responsable que lo suscribe, ya 
sea digitalizando el documento físico que contenga su firma, o por medio de la firma digital, 
según las disposiciones establecidas en la Ley de Certificados, Firmas Digitales y Documentos 
Electrónicos, N° 8454, a efectos de acreditar la autenticidad de la gestión. Se advierte que los 
documentos generados electrónicamente o digitalizados que se presenten por el Sistema de 
Gestión en Línea o por el correo electrónico señalado, no deberán superar los 3 Megabytes. 
Para notificar al Presidente del Concejo Municipal de Paraíso se comisiona al Juzgado 
Contravencional y de Menor Cuantía de Paraíso, despacho al que se hará llegar la comisión por 
medio del sistema de fax. Esta autoridad deberá practicar la 
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notificación correspondiente dentro del plazo de cinco días contados a partir de la recepción 
de los documentos, bajo apercibimiento de incurrir en responsabilidad por desobediencia a la 
autoridad. Se le advierte a la autoridad comisionada, que deberá remitir copia del mandamiento 
debidamente diligenciado al fax número 2295-3712 o al correo electrónico: informes-sc@poder-
judicial.go.cr, ambos de esta Sala y los documentos originales por medio de correo certificado o 
cualquier otro medio que garantice su pronta recepción en este Despacho. Notifíquese con copia 
del memorial del recurso. Expídase la comisión correspondiente. / Fernando Castillo Víquez, 
Presidente/.” 

 

San José, 21 de setiembre del 2021. 
 

                                                   Luis Roberto Ardón Acuña 
                                                                    Secretario 
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